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Sánchez, la Juez Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró 

 

Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de septiembre de 2018. 

El Municipio de Bayamón (Municipio) solicita que 

este Tribunal revise una Resolución que dictó el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI). En 

esta, el TPI determinó que no procede la desestimación 

de la reclamación que instó el Sr. José Cristóbal de 

Hoyos Escanio junto con su esposa, la Sra. Doris 

Elizabeth Reyes González, y la Sociedad Legal de 

Gananciales que componen (el Matrimonio) en contra del 

Municipio. 

 Se deniega el recurso de certiorari.  

I. Marco Fáctico y Tracto Procesal  

 Allá para el 24 de septiembre de 2001, el Municipio 

presentó una Petición de Expropiación Forzosa (Civil 

Núm. KEF2001-0480) para incautar dos (2) franjas de 

terreno de dos (2) diferentes propiedades del 
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Matrimonio. El propósito era desarrollar un proyecto de 

construcción de una carretera a llamarse Avenida 

Principal Caridad del Cobre (Carretera).  

Como parte de la Petición de Expropiación Forzosa, 

el Matrimonio, una parte con interés, presentó una 

Moción el 6 de febrero de 2003. Alegó que, tras la 

expropiación, su propiedad quedó dividida en tres (3) 

solares de los cuales uno, identificado como el 

Solar #2, quedó enclavado. Además, informó que 

presentaría una reclamación en daños y perjuicios por 

ciertos daños a los remanentes de los terrenos a raíz de 

la expropiación forzosa. Expresó que tales daños se 

conocerían una vez terminara el proyecto de 

construcción.1 El 12 de mayo de 2005, las partes 

presentaron una Estipulación Transaccional para el Caso 

Civil Núm. KEF2001-0480. Determinaron transigir la 

expropiación de los terrenos por las sumas de 

$155,605.10 por la primera franja de terreno y 

$93,283.20 por la segunda.2 Al respecto, el 8 de agosto 

de 2005, el TPI emitió una Sentencia.3  

Posteriormente, el 18 de noviembre de 2014, el 

Matrimonio presentó una Demanda en contra del Municipio. 

Alegó que el Municipio aún no ha comenzado la 

construcción de la Carretera. Indicó que, a pesar de 

reclamarle, el Municipio nunca le ha dado mantenimiento 

a las franjas de terrenos que expropió. El Matrimonio 

sostiene que tales omisiones le han causado daños. 

También arguye que, contemporáneo a la presentación de 

la Demanda, descubrieron que sus terrenos habían sido 

traspasados al Municipio, según surge del Centro de 

                                                 
1 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 248-249. 
2 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 208-209. 
3 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 211-212. 
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Recaudaciones Municipales (CRIM) y que desconocían cómo 

y cuándo se llevó a cabo este traspaso. A raíz de esta 

situación, el Matrimonio alega que no ha podido ejercer 

actos de dominio sobre sus propiedades. Mantienen que 

compradores potenciales desisten de su interés al 

enterarse que el Municipio es quien aparece como el 

titular en el CRIM y dado que los mismos están 

“prácticamente enclavados.”4 Por cuanto, el Matrimonio 

solicitó al TPI que ordene al Municipio expropiar los 

terrenos remanentes (aquellos que no expropió 

inicialmente), pagar por los daños que ocasionó y 

restituir los pagos que el Matrimonio había hecho al 

CRIM por los solares. En la alternativa, el Matrimonio 

solicitó que el Municipio pague por los daños que 

ocasionó, los cuales valoraron en $150,000.00, que 

brinde mantenimiento a las fincas que expropió y que 

construya la Carretera.  

El Municipio contestó la demanda el 10 de febrero 

de 2015. Alegó que daba mantenimiento a los terrenos 

expropiados. Indicó, además, que la Autoridad de 

Carreteras del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas (DTOP) no había provisto los fondos para la 

Carretera. Añadió que no había privado al Matrimonio de 

ejercer actos de dominio y, finalmente, que el 

Matrimonio ya había comenzado un procedimiento 

administrativo para que el CRIM corrigiera los errores 

correspondientes.5   

Acto seguido, el Municipio presentó una Moción de 

Desestimación por Falta de Parte Indispensable. 

Argumentó que si el TPI determina que el Matrimonio debe 

                                                 
4 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 1-2. 
5 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 13-16. 
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ser indemnizado por los errores que se reflejan en el 

CRIM, este último es quien debe responder.6 El TPI la 

declaró no ha lugar.  

Luego de varios incidentes procesales, el 3 de 

marzo de 2016, el Matrimonio presentó una Demanda 

Enmendada. Añadió un reclamo por daños por 

desmembramiento (severance damage) que, según alegó, 

causó el Municipio. En esencia, alegó que los remanentes 

de los terrenos perdieron valor.7  

El Municipio contestó la demanda. Negó que como 

consecuencia de la expropiación se hubiera enclavado 

algún solar. Indicó, además, que el proyecto de 

construcción, el cual se encuentra en proceso de 

subasta, proveerá al Matrimonio acceso a sus solares. 

Por esta razón, argumentó que la causa de acción es 

académica. Insistió que el CRIM debe responder con 

respecto a la atribución de los terrenos al Municipio y 

que, en todo caso, el traspaso al Municipio era 

temporero, para propósitos de la segregación y que se 

corregiría después de tasar y corregir las cabidas. 

Finalmente, el Municipio alegó que la causa de acción 

por desmembramiento a los remanentes estaba subsumida 

dentro de la justa compensación que le pagó al 

Matrimonio, según se consignó en la Sentencia que el TPI 

emitió el 8 de agosto de 2005.8 Insiste que no es posible 

que estos daños se descubrieran recientemente y que tal 

reclamo debió formar parte de la petición de 

expropiación forzosa inicial e incluirse en la 

Estipulación Transaccional.  

                                                 
6 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 17-20. 
7 Apéndice de Petición de Certiorari, pág. 54. 
8 Apéndice de Petición de Certiorari, págs.211-212. 
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El Matrimonio presentó una Solicitud de Sentencia 

Sumaria Parcial. Alegó que no existe controversia en 

cuanto al estado legal de enclavamiento en el que se 

encuentran sus propiedades y que las fincas se 

encuentran inscritas a nombre del Municipio en el CRIM. 

El Matrimonio también solicitó que el Municipio pague 

justa compensación por el tiempo que se les privó de su 

uso productivo y, hasta que se les provea acceso a las 

fincas, se otorgue justo título para una servidumbre de 

paso sobre los terrenos originalmente expropiados. En la 

alternativa, solicitó que el Municipio expropie los 

remanentes enclavados.9  

El Municipio se opuso.10 Simultáneamente, presentó 

una moción, mediante la cual suplementó su oposición 

original y una Solicitud de Desestimación de la Demanda 

en Todos sus Extremos.11 El Municipio, nuevamente, alegó 

que, para propósitos prácticos, las propiedades del 

Matrimonio no se encuentran enclavadas, pues usan 

caminos para el acceso a las mismas. Además, sostiene 

que el Matrimonio tendrá una carretera designada para 

ese propósito al concluir la construcción de la 

Carretera, por lo que establecer una servidumbre de paso 

es innecesario. También argumentó que no proceden los 

remedios que solicitó el Matrimonio, particularmente la 

expropiación a la inversa de los remanentes, pues esta 

figura jurídica se aplica a propiedades que han sido 

técnicamente expropiadas por ocupación física o por 

reglamentación que haya privado a los propietarios de su 

uso, lo cual no es el caso.12 Con respecto al reclamo de 

                                                 
9 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 65-124. 
10 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 126-183. 
11 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 184-339. 
12 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 184-185. 
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los daños por desmembramiento, el Municipio levantó 

argumentos de cosa juzgada, prescripción e incuria. 

Reiteró, además, defensas de academicidad, falta de 

parte indispensable, falta de agotamiento de remedios 

administrativos y la ausencia de daños para justificar 

su solicitud de desestimación. 

El 29 de enero de 2018, el TPI emitió una 

Resolución. Declaró no ha lugar la Solicitud de 

Sentencia Sumaria Parcial. Indicó que aún está en 

controversia si los solares del Matrimonio se encuentran 

realmente enclavados. Añadió que resta por determinar si 

la expropiación forzosa privó al Matrimonio de ejercer 

actos de dominio, si el Municipio ha brindado 

mantenimiento a las franjas de terreno expropiadas y el 

estado del proyecto de construcción.13  

El TPI emitió una segunda Resolución el 13 de marzo 

de 2018.14 Declaró no ha lugar la Moción Suplementando a 

Moción en Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria 

Parcial y en Solicitud de Desestimación de la Demanda 

Enmendada en Todos sus Extremos que presentó el 

Municipio. El TPI determinó que no se configura cosa 

juzgada, pues este caso y el de expropiación forzosa 

versan sobre temáticas y objetos diferentes. Indicó que 

no hay prescripción, pues el Matrimonio desconocía el 

daño por desmembramiento hasta ahora. También, el TPI 

concluyó que la Demanda no es académica, pues está en 

controversia lo relacionado al proyecto de construcción; 

y que no era necesario agotar remedios administrativos 

porque el Matrimonio reclama daños y remedios de 

expropiación a la inversa que el CRIM no puede otorgar.  

                                                 
13 Apéndice de Petición de Certiorari, pág. 350. 
14 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 356-368. 
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Subsiguientemente, el 18 de abril de 2018, el 

Matrimonio presentó una Moción en Solicitud de 

Reconsideración.15 Reiteró sus argumentos. El 14 de mayo 

de 2018, el TPI la declaró no ha lugar. Inconforme, el 

Municipio presentó una Petición de Certiorari. Sostiene 

que el TPI cometió el error siguiente: 

Erró el [TPI] al desestimar la demanda 

enmendada por los fundamentos de jurisdicción; 

la demanda deja de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio y/o el 

remedio solicitado no es el adecuado; cosa 

juzgada; prescripción; incuria; academicidad; 

falta de parte indispensable; el demandante no 

agotó remedios administrativos; y temeridad.  

 

II. Marco Legal 

El certiorari es el vehículo procesal discrecional 

que le permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337–338 (2012). La 

característica distintiva de este recurso se asienta en 

la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. Íd. Es 

decir, distinto a las apelaciones, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el 

certiorari de manera discrecional. García v. Padró, 

165 DPR 324 (2005). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1, establece la autoridad limitada de este 

Tribunal para revisar las órdenes y las resoluciones 

interlocutorias que dictan los tribunales de instancia 

por medio del recurso discrecional del certiorari. La 

Regla 52.1, supra, indica que el recurso de certiorari, 

para revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el foro primario, será expedido por el 

Tribunal Apelativo cuando se recurra de una orden o 

                                                 
15 Apéndice de Petición de Certiorari, págs. 375-388. 
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resolución bajo las Reglas 56 y 57 de Procedimiento 

Civil, 32 LPR Ap. V., R. 56 y R. 57, o de la denegatoria 

de una moción de carácter dispositivo. La Regla 

antedicha también exceptúa otras circunstancias como son 

los casos de relaciones de familia; casos que revistan 

interés público; situaciones en las que revisar el 

dictamen evitaría un fracaso irremediable de la 

justicia; decisiones sobre la admisibilidad de testigos 

de hecho o peritos esenciales; asuntos relativos a 

privilegios evidenciaros; y las anotaciones de rebeldía.  

Cónsono con lo anterior, para determinar si procede 

la expedición de un certiorari, se debe acudir a la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. El tribunal tomará en 

consideración los siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una orden de 

mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

  

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio. 

 

No obstante, la denegatoria en cuanto a expedir el 

auto no es óbice para que, en su día, luego de que el 
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TPI tome su determinación final, la parte que no esté 

conforme con la decisión pueda reproducir sus 

planteamientos mediante el correspondiente recurso de 

apelación. Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749 

(1992). 

III. Discusión 

 El Municipio entiende que el TPI incidió al no 

desestimar la Demanda Enmendada por fundamentos de: 

1) falta de jurisdicción; 2) que la demanda deja de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio y/o el remedio solicitado no es el adecuado; 

3) cosa juzgada; 4) prescripción; 5) incuria; 

6) academicidad; 7) falta de parte indispensable; 

8) falta de agotamiento de remedios administrativos; y 

9) temeridad.  

 Este Tribunal examinó el Certiorari detenidamente 

y, evaluados los siete (7) criterios de la Regla 40, 

supra, no identifica una situación excepcional por la 

cual deba expedir el auto que solicitó el Municipio, por 

lo que no estima conveniente su intervención. Por 

supuesto, tal y como se indicó en la Sección II, y en la 

medida en que este Tribunal no entiende en los méritos 

de la petición, nada impide que las partes presenten en 

apelación estos y cualesquiera otros planteamientos. 

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se deniega el 

recurso de certiorari.  

  Notifíquese. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


